LA COLABORACIÓN PÚBLICO-PRIVADA: LA EXTERNALIZACIÓN DE FUNCIONES Y SERVICIOS

Blanca Olías de Lima Gete
I. Introducción. II. Las razones para externalizar. III. Cómo abordar la externalización. IV. Contratar y controlar. V. Los efectos de la externalización. VI. Conclusión: los desafíos de la gobernanza moderna y la externalización

I. Introducción
Entre las diferentes formas de colaboración público-privada que hoy caracteriza a las nuevas formas de gobernanaza problablemente una de las que más suspicacias y recelos ha levantado es la externalización. Tanto funcionarios como sindicatos entienden que la externalización es una forma encubierta de privatización de los servicios públicos, una manera de reducir el Estado y un atentado directo al empleo público. Razones para mantener estas posiciones no faltan ya que la Administración cuando externaliza suele preocuparse mucho –y habitualmente lo hace bien- de las cuestiones que afectan a la realización de los contratos (concurrencia de distintas ofertas, estipulaciones cuidadosas con la legalidad en los pliegos de condiciones, publicidad de las convocatorias y de las resoluciones, etc. ) pero no está bien preparada para hacer una evaluación de los resultados de la externalización y menos aún para un seguimiento en el día a día de la gestión del servicio externalizado. Y sin embargo ambas cosas son imprescindibles para que las externalización sea algo más que una forma de quitarse problemas de encima. 

Me propongo examinar en esta ponencia cuáles son las condiciones de una externalización exitosa en términos de resultados, eficacia, eficiencia y calidad de los productos, que son las grandes razones por las que se recurre a esta forma de provisión. Porque de lo que se trata es de valorar cuán útil y efectiva es la externalización para las Administraciones Públicas, unas organizaciones peculiares que tienen características diferenciales respecto de otro tipo de organizaciones. No hay que olvidar que la externalización, como otras muchas técnicas empleadas hoy en el ámbito público proviene de la experiencia de la empresa privada. 

Terminaré mi exposición haciendo algunas reflexiones sobre las competencias que debe implementar la Administración para emplear esta técnica en beneficio de la organización y de los servicios que presta a los ciudadanos.

II. Las razones para externalizar

Algunos apuntes previos para ir despejando el camino. El primero es que la externalización ya no se reserva para los grandes servicios públicos,  que es su medio más habitual, sino que ha penetrado hasta el corazón de la gestión pública. Así lo vemos, por ejemplo, en la gestión de personal, donde se externalizan una variedad de cometidos, entre otros los procesos selectivos, o en al gestión ordinaria de los Ministerios, donde se puede externalizar la gestión de los servicios comunes, y lo mismo cabria decir de las trascendentales funciones de “inteligencia” de las organizaciones, a través de la planificación estratégica.

Me gustaría también insistir en que la externalización no deroga la responsabilidad de la Administración por el servicio prestado. La entidad privada  produce el servicio y se lo vende al Estado a cambio de una contrapartida económica, pero es éste el que debe rendir cuentas por el servicio, de aquí la capacidad de supervisión que tiene sobre su colaborador.

La siguiente consideración tiene que ver con las razones para externalizar. La razón principal que justifica la externalización es la ganancia en eficiencia y eficacia que pueden producir. La Administración al acudir a productores privados en un mercado competitivo puede comprar eficiencia e innovación para sus servicios y ganar en flexibilidad, ya que aligera sus estructuras organizativas. Con la externalización la Administración reduce su volumen organizativo y de gestión y genera eficiencias trasladando los costes fijos al contratista.

En este terreno la Administración no hace más que seguir prácticas habituales en el mundo de los negocios. Alcanzar economías de escala es una razón fundamental para externalizar en el sector privado. Distintos estudios que han examinado las prácticas de externalización de las empresas occidentales (Proust, 1997, Kadabase y Kadabase 2002, Berrios, 2006, Fernández, 2007, Scott, 2008) concluyen que están inducidas primordialmente por el objetivo de ahorrar en costes.


En el caso de la Administración las ganancias en eficiencia tienen además que ver con los costes laborales más gravosos que soporta el espacio público.  La estructura de los salarios en el ámbito público está mediada por la débil capacidad de negociación que tienen los políticos ante los sindicatos e incluso ante sus propias clientelas. Además esos costes son muy rígidos (no sólo en cuantía, también en distribución) e impiden reaccionar con flexibilidad a la evolución de las demandas.
Otro argumento típicamente público para externalizar es el que tiene que ver con la calidad. La externalización, se afirma, produciría mejoras en la calidad de los servicios porque la Administración podría encontrar en un mercado competitivo al mejor proveedor, es decir, aquel que ofrece las mejores condiciones de calidad y cantidad y cuenta con mayor experiencia en el sector. Las organizaciones públicas al estar alejadas de las presiones del mercado no tienen los mismos incentivos que un empresario para ser eficientes ni para ofrecer productos o servicios competitivos. En sentido inverso, parece claro que no tendría sentido externalizar si las condiciones de mercado no se cumplen, salvo casos muy excepcionales y con controles específicos. Ante situaciones de monopolio es más eficiente y confiable el sector público porque no tiene la presión del beneficio.

La insuficiencia técnica y la flexibidad son también importantes razones para emplear esta vía de producción de servicios, especialmente en lo que se refiere a aspectos vinculados con el cambio tecnológico, como las tic (tecnologías de la información y la comunicación). La Administración, se argumenta no puede seguir el rápido cambio y la innovación que imponen ciertas materias. Además no puede asumir los costes que representa estar al día, sería demasiado caro; pero puede adquirir esa innovación constante y mantenerse actualizada confiando algunos procesos a agentes externos. Si estas tecnologías son meramente instrumentales o representan cesiones de elementos estratégicos de la organización es algo que habría que considerar antes de decidirse por esta opción.

Las presiones financieras son también parte de las razones que justifican la externalización y refuerzan los argumentos anteriores. Las organizaciones públicas pueden y deben dirigir sus recursos a las funciones esenciales y buscar economías que le permitan cumplir más eficientemente con su misión institucional. Este último razonamiento no deja de estar impregnado de cierta presión ambiental, más fuerte en algunos países, sobre la ineficiencia intrínseca de la gestión pública y el recelo hacia todo aquello que pueda suponer más competencias y más medios públicos.

III. Cómo abordar la externalización
La externalización es un proceso complejo y caro. Estos aspectos deben tomarse muy en cuenta a la hora de decidir externalizar, ya que lo que en principio debe fortalecer a la organización puede volverse en su contra. También hay que resaltar que externalizar no significa sacar fuera áreas problemáticas o conflictivas cuya gestión puede tener un costo político, con el propósito de “pasarle la patata caliente” a un agente externo y desentenderse de ellas, por más que ésta sea una tentación siempre presente. Al contrario, el empleo de este recurso técnico es más probable que produzca beneficios si contamos como punto de partida con una organización adecuadamente dispuesta, con procesos ordenados y coherentes, con sistemas de gestión de la información actualizados y donde se apliquen metodologías de gestión de la calidad. 

Además de las condiciones de partida, que son especialmente importantes cuando lo que se externaliza no son funciones meramente auxiliares  (limpieza, reproducción de documentos), también hay requisitos de inspección y vigilancia que son insustituibles si queremos que la externalización no se convierta en un mero traspaso de funciones a un tercero. Comenzaremos por examinar los requisitos para llevar a cabo una externalización exitosa.

La externalización requiere una serie de actividades entre las que al menos se encuentran las siguientes:

a) Desagregación de funciones cuidadosa. Para ello la organización debe contar con información suficiente sobre sus procesos, cosa que aunque parezca increíble no siempre es así. No son pocas las intervenciones realizadas aplicando nuevas metodologías que tienen como principal virtud hacer más trasparentes los procesos internos. Por otra parte las dificultades para desagregar en el sector público son numerosas, tanto de índole técnica como política, y por ello los gestores y directivos públicos suelen preferir externalizar procesos completos.

b) Establecimiento de objetivos claro y mensurable. Este es un requisito que no es tan fácil de cumplir. A pesar de la creciente especialización de las organizaciones públicas hay cierta vocación universalista inscrita e su configuración funcional que las hace resistentes ante este tipo de actuaciones. La creciente necesidad de rendir cuentas ante el ciudadano ha supuesto un incentivo poderoso para definir los objetivos y establecer sistemas regulares y apropiados de medición.

c) Fijación pormenorizada de las condiciones del servicio a prestar, tanto en términos cuantitativos como cualitativos. Aquí se encuentra una de las claves de la externalización. Las dificultades en este renglón se producen sobre todo cuando se externalizan actividades con aspectos cualitativos importantes –y  en la Administración los elementos cualitativos suelen ser predominantes-, porque se puede esperar que la empresa privada trabaje bien con especificaciones concretas pero no con expectativas difusas.

d) Establecimiento de estándares que permitan controlar y medir. La falta de experiencia en este asunto puede presentar una factura importante a las organizaciones públicas que inicien procesos de externalización. Medir la calidad del servicio requiere que previamente se haya procedido a estudiar los rasgos del rendimiento interno y del tipo de servicio que se está ofreciendo a los ciudadanos. De otra manera la medición posterior podrá ser un punto de partida pero no arrojará información sobre los puntos fuertes o los débiles de la externalización.  

Esta simple enumeración pone en evidencia las limitaciones y dificultades de la externalización en el sector público. Como punto de partida lo que las organizaciones hacen y cómo lo hacen no es ni mucho menos una cuestión sencilla ni al alcance de cualquiera. Hay algunos problemas de complejidad inherentes a la acción pública por la interconexión de procesos y de organizaciones, así como por las peculiares condiciones que exigen la prestación de servicios. Además, la relativa autonomía de las Administraciones públicas, su capacidad para alcanzar fines siguiendo una cierta inercia institucional, su permanencia y su profesionalidad, las hacen resistentes a la intervención externa. En muchos casos los procesos son opacos y las unidades y los segmentos administrativos se resisten a dar información para no perder autonomía y capacidad de decisión. No son pocas las acciones para mejorar la calidad de los servicios públicos que han tenido como uno de sus principales resultados mejorar el conocimiento interno sobre lo que realmente se hace. 

En relación con esta cuestión existen dos fenómenos, comunes a las organizaciones de cualquier índole, que es necesario tomar en cuenta. De un lado no es infrecuente encontrar personas que acumulan un saber sobre el know how organizativo que no está codificado y que es preciso localizar, sistematizar y normalizar. Existen también valores y principios soterrados sobre lo que es apropiado en la conducta organizativa, los intangibles de la organización, que  pueden ser decisivos en el rendimiento y que son difíciles de capturar.

A estas dificultades deben sumarse las que provienen del lado humano de las organizaciones, es decir, de los empleados públicos. La desagregación de funciones puede implicar cambios en el estatus funcionarial y pueden significar pérdidas o ganancias para los grupos funcionariales o para determinadas posiciones. El cambio en los equilibrios internos debe ser tomado en consideración al mismo nivel, por lo menos, que las cuestiones técnicas involucradas en estos procesos.

De otra parte las organizaciones públicas cuando deciden externalizar pueden enfrentarse por primera vez a la fijación de resultados claros y medibles, pero, sobre todo, al establecimiento de estándares de calidad tanto cualitativa como cuantitativamente. Acometer en estas condiciones procesos de externalización requiere contar con acreditados expertos en la materia y ser muy cuidadosos con la selección de los proveedores.

Hay que tener en cuenta que a partir del momento en que se externaliza la gestión el seguimiento de los contratos se convertirá en una actividad esencial de la organización a la que habrá que dedicar todo el cuidado necesario.

IV. Contratar y controlar
Una parte importante de la literatura sobre externalización se centra en la realización de los contratos y enfatiza que esta fase del proceso es la más crítica. A los aspectos técnicos que se deben cuidar (Twing, 2006) se suman los políticos o de responsabilidad. Aunque existan condiciones idóneas en cuanto a la toma de decisiones y los procesos internos, la complejidad de los contratos conlleva serios riesgos para el servicio proporcionado y para la responsabilidad última que sobre el mismo tiene la Administración. Como se ha advertido (Fernandez, 2007) los beneficios de la externalización no están asegurados, por ello los procesos debe ser gestionados de manera efectiva para tener alguna garantía de éxito. 

Entre los requisitos esenciales que deben reunir los contratos (Kadabase, Kadabase, 2000, Kelley y Jude, 2005) se pueden señalar:

1. Contar con personal experto, técnica y administrativamente, capaz de llevar adelante el proceso. Un factor decisivo para el éxito de los contratos es tener personal solvente y con experiencia en contratación pública y con un amplio conocimiento de las características y condiciones en las que se presta el servicio.

2. Una descripción minuciosa del servicio que especifique sus características (cantidades, tiempos, plazos, requerimientos técnicos, habilidades o formación del personal) y sus responsables.Se recomienda que las especificaciones sean claras, muy precisas, comprensibles y escritas en un lenguaje entendible para ambas partes.

3. Establecimiento de estándares de calidad del servicio y de los sistemas de control y evaluación.

4. Especificación de las auditorias que puedan realizarse. La pérdida de información que la externalización conlleva aconseja la realización de auditorías periódicas que ayuden a valorar la gestión del servicio, al mismo tiempo pueden revelar la posible existencia de prácticas poco deseables.

5. Condiciones para revertir la adjudicación del servicio o de la prestación. 
El tema de los tiempos, de lo que se puede esperar en un plazo determinado es objeto también de reflexión y forma parte de las expectativas y previsiones que se deben hacer en los contratos de externalización.

En esta dimensión hay que señalar que las dificultades operativas y los riesgos que se deducen de este proceso para la Administración no son menores. Algunos ya han sido señalados al hablar de las condiciones para externalizar. Así la dificultad de desagregar los procesos, el establecimiento de objetivos medibles, la definición de los estándares de calidad o la inclusión de los aspectos cualitativos. 

Una parte de la literatura aborda este extremo incidiendo sobre todo en la relación principal agente y en los incentivos relativos que tienen las partes para seguir unos cursos de acción determinados. Entre ellos destacan la posibilidades que tiene el vendedor para mejorar las oportunidades de obtener beneficios y la falta de recursos institucionales que tiene la Administración, tal y como nosotros la conocemos, para ser exigente y vigilar a su vendedor. La pérdida de información y de expertise concomitante a la externalización incrementa esos riesgos y deja más indefensas a las organizaciones públicas para hacer un seguimiento minucioso del servicio que se ofrece. Esta misma circunstancia dificulta la reversión del servicio en caso de cumplimiento defectuoso o insatisfactorio.

Desde esta perspectiva hay acuerdo en señalar que los costes de transacción de estos contratos son elevados, especialmente los costes asociados al control y la evaluación y deben ser tenidos en cuenta al ponderar ventajas e inconvenientes de la externalización. Por otra parte hay que considerar que la falta de una medición adecuada de los resultados incrementa las incentivos que tiene el empresario para maximizar su interés y por tanto reduce las posibilidades de obtener mejoras y reducción de costes con la externalización. También habrá que contemplar los costes que involucran las adaptaciones internas  derivadas de desgajar de la organización una parte de su actividad (Tadelis, 2007).

Una condición que cuesta asumir a las Administraciones públicas es que los contratos no son meros actos administrativos, provistos de formalidades que garantizan su legalidad y la adecuación de sus objetivos a las normas vigentes, sino algo vivo cuyos efectos dependen en buena medida del grado de interacción y del buen entendimiento que se logre establecer entre las partes. Como en otros aspectos la Administración tiende a usar su inercia institucional para contratar y para vigilar. La realización de contratos y su seguimiento  en nuestro país refleja  las pautas de una Administración formalista y reglamentista, más preocupada por la formas que por los contenido o por la eficacia de la acción pública. A  este respecto la conclusión más trascendental para la Administración es que la externalización no puede añadirse sin más preocupaciones al repertorio de instrumentos administrativos. Las organizaciones públicas deben asumir que necesitan formar personal específico para estos cometidos y contratar, cuando sea preciso, a expertos que ayuden a entrenarlo. También deben revisar sus funciones e integrar de manera apropiada los nuevos cometidos y no limitarse a incrustarlos en la organización existente.   

Planificar, controlar y evaluar es una actividad compleja y costosa pero si no se hace las organizaciones privadas pueden incrementar sus plusvalías y adueñarse de la agenda pública. La literatura prescriptiva sobre externalización es muy rica en consejos y recomendaciones y ofrecen guías detalladas, paso a paso, para realizar técnicamente un proceso correcto pero no proporcionan una estrategia sólida y fundamentada para abordar este campo tan trufado de intereses y políticamente cargado (Brown, Potoski, Van Slyke, 2006).

Con todo, los mayores riesgos asociados a este proceso tienen que ver con las conductas oportunistas y poco éticas de las dos partes involucradas: 1) la empresa que produce el servicio y 2) los directivos públicos a quienes corresponde decidir y controlar.

Las conductas poco éticas de los empresarios tienen que ver con el intento de mejorar su posición y su negocio sin mejorar su eficiencia, sus procesos o su gestión, acudiendo a prácticas más o menos encubiertas de corrupción o de trato de favor, como el soborno a los decisores o los funcionarios encargados del seguimiento y el control, el tráfico de influencias, etc..  

Por otra parte, los responsables políticos, gerentes y funcionarios involucrados en estos procesos también pueden incurrir en prácticas censurables y conocidas. No es preciso caer en las formas más elementales y burdas de corrupción. Algunas prácticas pueden ser incluso bastante sutiles y pasar desapercibidas para los propios implicados. La infraestructura ética de cada lugar (Román, 2001) tiene bastante que ver con la sensibilidad para percibir lo inadecuado de algunas conductas, siendo estrictos en su eliminación o, por el contrario, ejerciendo una cierta tolerancia hacia ellas (“todo el mundo hace”). 

En un estudio realizado en los EE.UU., uno de los países con mayor experiencia en la contratación pública, se ha puesto de manifiesto (Berrios, 2006:128) no sólo que se producen abusos por falta de un marco administrativo adecuado que prevenga e impida los lazos entre el gobierno, los altos funcionarios y las empresas -que inducen un trato preferencial o a la aminoración de los controles- a menudo, se señala, el gobierno tolera estructuras oligopolisticas de las empresas contratantes que les permiten obtener circunstancias favorables y asumir bajos riesgos para sus firmas a costa de una menor eficiencia o innovación. La colusión o el conflicto de intereses son patentes cuando los mayores contratistas están estrechamente vinculados a las instancias gubernamentales. No es algo que se ignore en otros países (Stoker, 2004) y desde luego tampoco en el nuestro. El público es conocedor de cómo la llegada al poder supone mejores posiciones para algunos grupos empresariales y la posibilidad de que estos obtengan nuevas concesiones.

V. Los efectos de la externalización


Para valorar si la externalización es un instrumento de gestión conveniente para las Administraciones públicas hay que pararse a considerar qué resultados ha producido y en qué aspectos. No olvidemos que el mayor argumento para externalizar es precisamente de índole económica: centrarse en lo que cada uno saber hacer mejor y de la manera más competitiva y encomendar a otros, que son más eficaces y económicos, lo secundario o accesorio. 


En este apartado vamos a empezar estudiando los resultados económicos, las ganancias en eficiencia y eficacia, y los no económicos separadamente. Trataremos de llegar a un balance sobre lo que la externalización ofrece, aunque ya anticipamos que es difícil extraer conclusiones contundentes en ningún sentido. En todo caso sí pretendemos abrir vías de reflexión suficientes para evitar los aprioris que habitualmente rodean esta cuestión.


Los estudios internacionales son muy diversos. Una primera constatación (Fernandez, 2007) apunta hacia la gran fragmentación de este campo, la alta casuística que presenta y las dificultades para producir generalizaciones a partir de estudios de caso, por cierto bastante numerosos. Con todo hay ya un número importante de estudios (Warner y Hefetz, 2008, Tadelis, 2007) que arrojan cifras sobre resultados bastante fiables, aunque referidos habitualmente a un solo país o que reflejan los datos recogidos por organismos nacionales e internacionales. Por otra parte, esas mismas cifras se sitúan en un intervalo suficientemente abierto como para pensar que faltan trabajos más afinados que controlen las variables que inciden en ellas. Los estudios más amplios arrojan unos ahorros que están entre el 10% y el 20% (Proust, 1997, Johnstone, 2007). La mayor parte de ellos referidos a países como Australia, EE.UU o Reino Unido, es decir en aquellos que más decididamente han emprendido este camino y en los que hay una presión importante para reducir las burocracias y adelgazar el Estado, al mismo tiempo que un ámbito empresarial potente y dinámico

Una cuestión importante desde luego es en qué renglón se producen los ahorros. Sobre esto hay más hipótesis que constataciones. La primera respuesta, que además corroborarían otros estudios internacionales sobre el sector público (Kettl, 1998), es en personal. Pero no es lo mismo que estos ahorros se deban al recorte de una inflación de personal en los servicios públicos, consecuencia de la fragilidad de los responsables públicos ante las presiones sindicales y clientelares que reciben, que a un deterioro de las condiciones de trabajo de los empleados de las compañías con las que se contrata. Sobre estas y otras hipótesis explicativas (la mejora en la organización del trabajo, mayor experiencia y mejor dimensionamiento de los servicios, empleo sistemático de nuevas tecnologías, etc.) hay más intuiciones que estudios rigurosos.

Como contrapunto la literatura que habla de la reversión de la concesión por distintos motivos es bastante expresiva. En una encuesta llevada a cabo entre 25 empresas internacionales de diversas industrias (Tadelis, 2007) se llegó a las siguientes conclusiones:

· Un cuarto de las compañías estudiadas decidieron recuperar sus actividades cuando se dieron cuenta que ellas podían realizarlas más exitosamente y a menor coste.

· El cuarenta y cuatro por ciento declararon que no habían obtenido ningún ahorro.

· Casi la mitad identificaron costes ocultos como el problema más común cuando gestionaron proyectos de externalización.

A estos datos hay que añadir una consideración importante, sobre todo con vistas a su aplicabilidad a las organizaciones públicas. En el sector privado el seguimiento de los costes es determinante para el éxito del negocio y su mayor preocupación, ya que de esto depende su capacidad para competir y tener éxito en el mercado. No así en el ámbito público El empresario también está más pendiente de la innovación y de las variaciones que en el tiempo sufre cualquier empresa y admite con facilidad que las funciones de las organizaciones también evolucionan, más cuanto más complejas son. La flexibilidad forma parte de la ventaja competitiva del mundo de los negocios frente al mucho más estable del sector estatal. 

Finalmente, en el mundo empresarial hay una agilidad para externalizar o revertir la contratación muy superior a la que tiene la Administración pública. Las organizaciones públicas  se enfrentan a la externalización y a la reversión con sus propias pautas, y no siempre son conscientes de esfuerzo interno de reorganización que implica un proceso de ésta índole. 

VI. Conclusión: los desafíos de la gobernanza moderna y la externalización

La gobernanza moderna, se ha dicho, es simplemente un nuevo modo de gobernar "en el que las instituciones estatales y no estatales, los actores públicos y privados, participan y, a menudo, cooperan en la formulación y la aplicación de las políticas públicas” (Mayntz, 2001, 9)
. Pero esto no se hace con las mismas pautas de organización y funcionamiento, ni con las mismas competencias de la Administración tradicional. 


La Administración está bien preparada y sus procesos están depurados para asegurar algunas cosas importantes en un Estado de derecho, pero no tiene habilidades requeridas para ciertos tipos de actuación (resolución de problemas, gestión de equipos, negociación con empresarios, comunicación  abierta con usuarios y empresarios, etc.) implícitos en el complejo mundo de los partenariados, porque al final la externalización tiende a convertirse en una relación continuada entre el productor externo (la empresa con la que contrata) y el responsable de la provisión del servicio (la Administración). Y aquí reside una de las claves del éxito en la externalización pues con la selección del colaborador y la realización del contrato no ha terminado nada sino que se ha abierto una relación intensa entre dos partes con intereses distintos, pero complementarios, que hay que proseguir mientras dure el contrato. La Administración tradicional tiene un recelo en cierta manera “natural” hacia la empresa privada porque ambos representan lógicas distintas que ahora hay que cambiar.


La experiencia de la externalización demuestra (cita) que se trata de un proceso de aprendizaje mutuo en el que ambas partes han de hacer frente a problemas e imprevistos varios. El productor externo tiene que ir aprendiendo a conocer las necesidades de la Administración y el tipo de servicio que se  quiere proporcionar; ésta debe proporcionar la información y la colaboración necesaria para que su colaborador acierte. El trato con los ciudadanos, que es esencial para superar el déficit de legitimación que estas prácticas conllevan, debe ser constante y consistente, apareciendo ambas partes en el papel que les corresponde. En otras palabras, externalizar no significa desentenderse de un servicio o una prestación, sino buscar el camino para proporcionarlo en las mejores condiciones en un entorno complejo y de restricciones presupuestarias.

Quisiera insistir, para concluir, en que la Administración necesita equiparse con las competencias apropiadas para hacer de los partenariados una herramienta al servicio de sus intereses. Partir del reconocimiento de la hetereogeneidad y reconocer la diversidad pero además:

· Promover un reforzamiento de la dirección y la gestión política

· Instar el cambio en las habilidades y competencias requeridas a los empleados públicos (planificar, negociar-contratar, controlar, comunicar)
· Fortalecer los sistemas de participación de los ciudadanos
Porque, como hemos tratado de exponer, las posibilidades de los partenariados dependen en buena medida de cómo se gestionen.
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� Esta ponencia anticipa algunos planteamientos de un trabajo más amplio que se publicará próximamente. 
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